Tribunal Administrativo de Cundinamarca

Sección Primera

Subsección "A"

Bogotá D.C., febrero dos (2) de dos mil seis (2006)

Magistrada Ponente: Dra. SUSANA BUITRAGO VALENCIA

Extractos

5. LA DECISIÓN.-

Por las razones que a continuación se explican, la Sala, estudiados los cargos contra los actos acusados planteados en la demanda, los argumentos de defensa de la demandada expuestos en la contestación de la demanda y examinada y valorada la prueba documental obrante en el expediente, llega a la conclusión de que efectivamente, las pretensiones de la demanda prosperan, al resultar probado el cargo de caducidad de la facultad sancionatoria de la Administración, lo cual desvirtúa la presunción de legalidad que amparaba las Resoluciones *** y ** de diciembre 5 de 2002 y abril 10 de 2003 respectivamente, proferidas por la Nación - Ministerio de Educación Nacional - U.A.E. Junta Central de Contadores.

Mediante la Ley 43 de 1990 se adicionó la Ley 145 de 1960, reglamentaria de la profesión de Contador Público. Conforme al artículo 15, la Junta Central de Contadores creada por el Decreto Legislativo 2373 de 1956 es una Unidad Administrativa dependiente del Ministerio de Educación Nacional. Esta Junta es uno de los Órganos de la profesión de la Contaduría Pública, conjuntamente con el Consejo Técnico. Sus funciones están consagradas en el artículo 20, encabezadas por la de: “Ejercer la inspección y vigilancia, para garantizar que la Contaduría Pública sólo sea ejercida por Contador Público debidamente inscrito y que quienes ejerzan la profesión de Contador Público lo hagan de conformidad con las normas legales, sancionando en los términos de la ley, a quienes violen tales disposiciones.” 

En el numeral 5° se le atribuye la función de: “En general hacer que se cumplan las normas sobre ética profesional”

Por su parte, el artículo 23 establece las sanciones que la Junta Central de Contadores puede imponer, dentro de las cuales se incluye la de multas sucesivas hasta de cinco salarios mínimos cada una. En el articulo 4° del Decreto reglamentario 1510 de 1998 se hace extensiva de manera expresa esta facultad sancionadora a las sociedades de contadores públicos y demás personas jurídicas.

El artículo 22 prescribe que las decisiones de la Junta Central de Contadores están sujetas a los recursos establecidos en el Código Contencioso Administrativo.

Guarda silencio la Ley 43 de 1990 respecto del término dentro del cual la Junta Central de Contadores puede imponer sanciones disciplinarias. Tampoco el Decreto Reglamentario 1510 de 1998 que reglamenta parcialmente la Ley 43 de 1990 consagra término en éste sentido. 

El artículo primero del Código Contencioso Administrativo titulado Campo de aplicación, establece en el segundo inciso: “Los procedimientos administrativos regulados por leyes especiales se regirán por éstas; en lo no previsto en ellas se aplicarán las normas de está parte primera que sean compatibles” 

De la anterior exposición, conclusión obligada resulta ser que a la actuación sancionatoria cumplida por la Junta Central de Contadores en efecto le es aplicable el artículo 38 del C.C.A. conforme al cual: “Salvo disposición especial en contrario, la facultad que tienen las Autoridades Administrativas para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de producido el acto que pueda ocasionarlas”.

Se desprende del auto de apertura de investigación disciplinaria del 31 de mayo de 2001 proferido por la Sala Disciplinaria de la Junta Central de Contadores, y de el auto de cargos N° *** de la misma fecha, que los hechos que dieron origen a la iniciación de éstas, están representados en la situación presentada al prestar la firma xxxx en forma simultánea, el servicio de revisoría fiscal y el de elaboración de la declaración de renta del año 1998 a la Sociedad zzzz. 

Fue por esta situación que se le atribuyó por la demandada el cargo consistente en: “Incurrir en violación del régimen de inhabilidades consagrado en el artículo 48 de la Ley 43 de 1990, pudiendo incurrir en violación de los artículos 37.6 y 48 del Código de ética del Contador Público.” 

Y, efectivamente, a la postre resultó sancionada disciplinariamente la Sociedad de Contadores Públicos xxxx, con el pago de multa equivalente a cinco (5) salarios mínimos legales vigentes, por considerarse que incurrió en las prohibiciones establecidas en los artículos 48 y 51 de la Ley 43 de 1990 en concordancia con los artículos 205.3 y 215 del Código del Comercio.

La incompatibilidad atribuida a la Sociedad demandante por la Sala Disciplinaria de la Junta Central de Contadores surgió entonces del hecho de haber ejercido como asesora tributaria prestando su concurso para la elaboración de renta del año de 1998 a la misma empresa (zzzz), a la cual venía prestando sus servicios de revisoría fiscal.

Obran en el expediente copias de las facturas de venta N°s B ***** de abril 5 de 1999 expedida por xxxx por concepto del recibo de un anticipo equivalente al 50% del valor de los honorarios profesionales correspondientes al servicio de elaboración de la declaración de renta del año de 1998 a “zzzz”; y N° B ***** del 23 de abril de 1999, correspondiente al recibo del saldo del 50% restante del valor de los honorarios profesionales por el mismo concepto a la misma empresa.

Por su parte, la decisión de la investigación disciplinaria se produjo por la Sala Disciplinaria de la Junta Central de Contadores mediante la Resolución *** de diciembre 5 de 2002, notificada en forma personal a la Sociedad sancionada “xxxx”, el día 30 de diciembre del mismo año. 

Conclusión obligada del anterior recuento resulta ser que entre la fecha del último recibo emitido por xxxx relativo al pago del 50% restante del valor de los honorarios profesionales cobrados a zzzz por concepto de la elaboración de renta del año 1998: 23 de abril de 1999, y el 30 de diciembre de 2002, fecha de notificación de la decisión sancionatoria, transcurrieron mas de tres (3) años, término del que disponía la U.A.E. Junta Central de Contadores a través de su Sala Disciplinaria para imponer sanciones.

En este orden de ideas, el organismo público había perdido competencia para proferir el acto sancionatorio, pues sólo contaba con esta atribución hasta el 23 de abril de 2002. 

Resalta la Sala que el término de tres (3) años con el que a las voces del artículo 38 del C.C.A. cuenta la Administración para la imposición de sanciones por regla general inicia su conteo no a partir del conocimiento del hecho presuntamente constitutivo de incumplimiento a los deberes o de violación a las prohibiciones, sino a partir de producido el acto que pueda ocasionar la sanción. Esto es apenas razonable en tratándose de Entidades que como la demandada, ejercen funciones de supervisión y vigilancia correspondiéndoles por tanto la obligación de enterarse de las actividades de las vigiladas.

Consecuencialmente, procede la declaratoria de nulidad tanto de la Resolución *** de diciembre 5 de 2002 por la cual se sanciona disciplinariamente con multa a la Sociedad de Contadores Públicos xxxx, como de la Resolución ** de 10 de abril de 2003 por la cual se resuelve el recurso de reposición.

La prosperidad de este cargo relativo a la caducidad de la facultad sancionatoria y de la consecuente incompetencia de la demandada para proferir los actos acusados, releva a la Sala de tener que examinar y pronunciarse sobre los demás planteados en la demanda. 

La Sala no pasa por alto la importancia de aclarar que es improcedente aplicar a la facultad sancionatoria disciplinaria de la Junta Central de Contadores el término de prescripción de la acción disciplinaria del Código Disciplinario Único: Ley 734 de 2002, que es de cinco (5) años contados en la forma como lo establece el artículo 30 de ese estatuto, puesto que los destinatarios de la acción disciplinaria son los servidores públicos, aunque se encuentren retirados del servicio, y los particulares contemplados en el artículo 53 de la ley en cita, dentro de los cuales no está incluida la Sociedad de Contadores Públicos de carácter privado como la demandante, y porque la actuación por ésta cumplida ante zzzz, entidad particular, en manera alguna tiene la connotación de función pública.

En .este sentido ya había tenido oportunidad de pronunciarse la Sala, en los siguientes términos: 

“En este aspecto es preciso señalar que al asunto no le es aplicable el Código Disciplinario Único toda vez que la demandante en su calidad de profesional de la contaduría pública de carácter independiente, prestadora de sus servicios en el sector privado, pese a estar facultada por la ley para dar fe de los hechos propios de su profesión, no puede asimilarse a un particular en ejercicio de sus funciones públicas” [1].

Como resultado de la nulidad que se decretará y a título de restablecimiento del derecho procede condenar a la demandada a devolver a la Sociedad xxxx el valor recibido por concepto del pago de la multa, debidamente indexado por razones de equidad para conservar el valor adquisitivo de la moneda, de acuerdo a los índices de inflación certificados por el DANE. Así mismo, se le ordenará a título de condena, retirar de la base de datos de la Unidad Administrativa Especial Junta Central de Contadores, la sanción impuesta a la demandante. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA: 

PRIMERO.- Declárase la NULIDAD de las Resoluciones *** y ** de diciembre 5 de 2002 y abril 10 de 2003, respectivamente, proferidas por la Nación - Ministerio de Educación Nacional - U.A.E. Junta Central de Contadores, atendiendo a las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Como consecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del derecho procede condenar a la demanda a devolver a la Sociedad xxxx el valor recibido por concepto del pago de la multa, debidamente indexado, de acuerdo a los índices de inflación certificados por el DANE. Así mismo, se ordena a título de condena retirar de la base de datos de la Unidad Administrativa Especial Junta Central de Contadores, la sanción impuesta a la demandante. 

TERCERO.- Sin costas en la instancia. 

CUARTO.- En firme esta providencia, archívese el expediente. 

COPIESE Y NOTIFIQUESE 

Discutido y aprobado en Sala de la fecha. Acta N° 012- 
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[1] Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Primera Subsección “A”. Expediente Nº 2003-0010, demandante Nancy Mariela Palacios Rubio, sentencia del 13 de mayo de 2004. Magistrada Ponente Dra. SUSANA BUITRAGO VALENCIA.
